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MAGNONE FLAVIA CAROLINA C/ PROVINCIA DE SANTA FE -RCA- S/ 
MEDIDA CAUTELAR
21-17478448-2
Cámara de lo Contencioso Administrativo
A y S, tomo 70, pág. 58
Santa Fe,  12  de marzo de 2021.

VISTOS: Estos autos caratulados “MAGNONE, Flavia 

Carolina contra PROVINCIA DE SANTA FE -R.C.A.- (244/20) 

sobre  MEDIDA  CAUTELAR”  (Expte.  C.C.A.1  n°  253,  año 

2020), venidos para resolver; y,

CONSIDERANDO:

I.1. La señora Flavia Carolina Magnone solicita 

que se dicte medida cautelar innovativa a los fines de 

que se suspendan los efectos del decreto 2733/19 –por el 

cual  se  la  dejó  cesante  en  la  Dirección  General  del 

Servicio Penitenciario,  conforme lo  establecido en  el 

artículo 59, inciso d), de la ley 8183 por infracción al 

artículo 42, inc. 1), del decreto 1090/79-; y que, en 

consecuencia, se la reincorpore al servicio activo hasta 

que recaiga resolución definitiva sobre la cuestión de 

fondo.  

Invoca doctrina y jurisprudencia relativa a las 

medidas  cautelares  innovativas,  y  reseña  los 

presupuestos para su procedencia.

Con  respecto  a  la  verosimilitud  en  el  derecho, 



sostiene  que  “suponiendo  que  la  falta  administrativa 

endilgada es verdadera, la sanción aplicada no guarda la 

debida  proporción  con  la  supuesta  falta  cometida.  En 

virtud del principio de buena fe y de continuidad de la 

relación,  la  Administración,  previo  a  decidir  la 

aplicación  de  la  máxima  sanción,  debió  encausar  la 

inconducta [...] mediante otras sanciones previas, acorde 

con la irregularidad endilgada”.

En cuanto al peligro en la demora, alega que dejó 

de  percibir  sus  haberes,  los  que  revisten  naturaleza 

alimentaria, tanto para ella como para su familia.

Con relación al requisito de contracautela, explica 

que  no  es  exigible  a  los  funcionarios,  empleados 

públicos,  jubilados  y  pensionados  en  las  causas 

vinculadas  con  sus  derechos  como  tales  (art.  15,  ley 

11.330).

Por último, agrega que el peligro irreparable se 

encuentra cumplido “desde el momento que [...] ha dejado 

de percibir sus haberes agravado por la actual pandemia”; 

y que “no cre[e] que resulte menester explicar que el 

pago  de  un  sueldo,  inferior  a  la  canasta  básica  de 

alimentos, ponga en jaque las finanzas de la Provincia”.

Pide,  asimismo,  que  “se  declare  la 

inconstitucionalidad del decreto provincial 1091/79 por 

ser  manifiestamente  violatorio  del  debido  proceso,  el 



ejercicio de la legítima defensa de los derechos y la 

garantía de la imparcialidad”.

Considera que “la adjudicación en el instructor 

sumariante de las funciones de investigar y acusar, pone 

en duda la objetividad con la que debe desempeñarse”.

Enumera los hechos que, a su criterio, resultan 

violatorios de su derecho de defensa.

Por  un  lado,  dice  que  se  celebró  la  audiencia 

indagatoria sin la presencia del abogado designado como 

defensor; que la circunstancia de que el defensor tome 

conocimiento  con  posterioridad  a  la  declaración  del 

imputado atenta contra el principio de asistencia a la 

parte no instruida (art. 1, incisos 6 y 10, apartado a, 

decreto  4174/15);  y  que  “la  conducta  adoptada  hace 

presumir que el objetivo de este actuar es alcanzar la 

autoincriminación, padeciendo un estado de indefensión 

que  invalida  todo  lo  actuado  a  partir  de  esa 

oportunidad”.

Y  por  el  otro,  señala  que  no  se  exhibieron 

elementos de prueba de los hechos imputados durante la 

indagatoria; y que se violaron los principios de tutela 

administrativa  efectiva,  verdad  material  y  debido 

proceso que deben regir el procedimiento administrativo.



Concluye que el instructor sumarial “ha incumplido 

dolosamente y en forma reiterada su obligación dispuesta 

en la reglamentación vigente [...]”.

Asegura que “la orfandad probatoria echa por tierra 

la imputación formulada [...] exponiendo de sobremanera 

que sólo existe en el imaginario de quien la utiliza como 

fundamento del despido injustificado”.

Indica  que  se  le  imputa  “ausentismo  laboral  sin 

aviso” el 14.8.2017, pero que de los registros surge que 

en  esa  fecha  había  solicitado  licencia  por  enfermedad 

inculpable.

Advierte que denunció a quienes dieron inicio a las 

actuaciones  administrativas  –que  se  desempeñaban  como 

Director y Sub Director del Instituto Correccional Modelo 

I- por los delitos de abuso sexual con acceso carnal, 

incumplimiento de los deberes de funcionarios públicos y 

amenazas  coactivas;  y  que  “con  la  cesantía  se  dio 

cumplimiento a las amenazas perpetradas”.

Añade  que  siempre  estuvo  a  disposición  de  la 

Administración la certificación médica que justifica la 

inasistencia, “pero lejos de preocuparse por la salud de 

sus subordinados la superioridad desestimó injustificada 

e ilegalmente el requerimiento efectuado en legal tiempo 

y forma”; y que “el error incurrido [...] merecía una 

sanción disciplinaria, pero [...] no la máxima sanción”, 



pudiendo  la  demandada  adoptar  otras  medidas 

disciplinarias previas.

Pide, en síntesis, que se haga lugar a la medida 

cautelar.

2.  Corrida  la  vista  pertinente  (f.  9),  la 

Provincia  de  Santa  Fe  la  contesta  (fs.  14/20), 

solicitando su rechazo, con costas.

Después de describir la pretensión de la actora y 

los antecedentes del caso, dice que la medida no puede 

ser  atendida  dentro  del  examen  preliminar  y  con  los 

limitados alcances que impone una pretensión cautelar, 

por  no  encontrarnos  en  presencia  de  un  actuar 

administrativo que pueda ser calificado como manifiesta 

u ostensiblemente ilegítimo.

Afirma  que  la  conducta  de  la  recurrente  –

contrariamente a lo que ella sostiene- se corresponde 

con  las  faltas  que  se  le  imputaron,  previstas  en  el 

artículo  42,  inc.  1),  del  decreto  1090/79  y  en  el 

artículo  11,  inc.  a),  de  la  ley  8183/78;  y  que  del 

procedimiento  sumarial  surge  que  la  señora  Magnone 

incumplió  dichas  normas,  pues  no  se  presentó  a 

regularizar  su  situación  laboral  pese  a  haber  sido 

debidamente citada bajo apercibimiento de considerar que 



había  incurrido  en  abandono  de  servicio  por  no  haber 

justificado en tiempo y forma su ausencia.

Señala que la actora “no guardó en la especie un 

comportamiento decoroso conforme a su cargo y su función 

ya  que  los  hechos  comprobados  configuran  indicios 

plurales, graves, concurrentes y concordantes que admiten 

presumir la existencia de comportamientos que lesionan 

grave e irreversiblemente los intereses que el Estado le 

había  confiado  contemplándose  en  el  caso  faltas  al 

servicio incurriendo en abandono del mismo”.

Asevera  que  quedó  demostrada  la  legalidad  del 

accionar  de  la  Administración  y  el  cumplimiento  del 

debido  proceso;  que  en  el  procedimiento  sumarial  la 

recurrente gozó del más amplio ejercicio de su derecho de 

defensa; y que, contrariamente a lo que afirma la actora, 

se  le  designó  defensor  y  tuvo  la  asistencia 

correspondiente.

Expresa que la peticionaria se limita a exponer una 

mera  disconformidad  con  las  decisiones  administrativas 

tomadas dentro de las competencias y potestades de los 

órganos competentes.

Agrega que la supuesta parcialidad del instructor 

sumarial es una “apreciación tardía e inconsistente” al 

no haberlo recusado en el procedimiento administrativo; y 

que la alegada inconstitucionalidad del decreto 1091/79 



exorbita el ámbito restringido del análisis cautelar.

Resalta que tampoco se configura en el caso el 

peligro  en  la  demora;  que  la  falta  de  percepción  de 

salario  por  parte  de  la  señora  Magnone  es  una 

consecuencia lógica y normal de la cesantía dispuesta; y 

que incluso antes de dictarse la sanción expulsiva la 

actora  no  percibía  sus  haberes,  pues  se  encontraba 

suspendida  en  forma  preventiva  y  con  pase  a 

disponibilidad.

Plantea  la  cuestión  constitucional  local  y 

federal;  y  solicita,  en  suma,  que  se  rechace  la 

pretensión cautelar, con costas. 

II.  La  peticionaria  solicita  la  suspensión  del 

decreto 2733/19 por el cual se la declaró cesante en la 

Dirección General del Servicio Penitenciario conforme lo 

establecido en el artículo 59, inciso d), de la ley 8183 

por infracción al artículo 42, inciso 1), del decreto 

1090/79, es decir, al haberse configurado la causal de 

abandono de servicio.

1. El pedido cautelar, en cuanto se basa en la 

supuesta  violación  al  derecho  de  defensa,  no  puede 

prosperar.

Es  que,  en  un  examen  liminar  propio  de  esta 



instancia, surge de las actuaciones administrativas que 

la  recurrente  fue  citada  a  prestar  declaración 

indagatoria  conforme  el  artículo  41,  inciso  d),  del 

decreto  1091/79;  que  al  momento  de  la  indagatoria, 

designó a su abogada defensora, quien aceptó el cargo; y 

que, habiéndosele corrido vista para ejercer su derecho 

de  defensa,  la  contestó  ofreciendo  pruebas  (fs.  61, 

77/79, 86, 163/166 vto., expte. adm. 00205-0017970-3).

2. A igual conclusión corresponde arribar en cuanto 

la  solicitud  se  funda  en  la  inconstitucionalidad  del 

decreto  1091/79  (fojas  3  vto./4),  planteo  este  en 

principio extraño al debate cautelar (C.S.J.P.: “Parodi”, 

A y S. T. 54, pág. 433; “Perrone”, A. y S. T. 142, pág. 

51; “Sandaza”, A. y S. T. 145, pág. 51; “Abba”, A. y S. 

T. 169, pág. 280; etc. De esta Cámara: “Acosta”, A. T. 1, 

pág.  120;  “Revuelta”,  A.  T.  1,  pág.  343;  “Correo 

Argentino”, A. T. 2, pág. 482; “Broda”, A. y S. T. 1, 

pág. 404; “Osuna”, A. y S. T. 1, pág. 469; “Lescano”, A. 

y S. T. 2, pág. 356; “Rizzi”, A. y S. T. 4, pág. 173; 

“Ortiz”, A. y S. T. 20, pág. 274; “Echarnier”, A. y S. T. 

22, pág. 262; “Portoman”, A. y S. T. 31, pág. 223; “Tecsa 

S.A.”, A. y S. T. 33, pág. 84; “Garnero”, A. y S. T. 49, 

pág. 336; “Perusini”, A. y S. T. 50, pág. 315; etc.), al 

encarnar una muy compleja actividad de interpretación del 

ordenamiento jurídico.



3. Y tampoco puede prosperar la petición cautelar 

en cuanto se basa en hechos que, en definitiva, implican 

la invocación del vicio de desviación de poder, planteo 

este que -en el caso- no deja de requerir del análisis 

de circunstancias fácticas y de elementos probatorios, 

tarea que, como es sabido, se particulariza respecto de 

este  vicio,  razón  por  la  que  tanto  la  Corte  local 

(“Mendoza”, A. y S. T. 136, pág. 431; “Basso”, A. y S. 

T.  137,  pág.  349;  “Federación  de  Básquetbol  de  la 

Provincia  de  Santa  Fe”,  A.  y  S.  T.  138,  pág.  33; 

“Baigorria”, A. y S. T. 139, pág. 481; “D'Angelis”, A. y 

S. T. 140, pág. 493; “Avendaño”, A. y S. T. 141, pág. 

188; “Sud Rosario”, A. y S. T. 149, pág. 51; “Jullier”, 

A.  y  S.  T.  158,  pág.  399;  etc.),  como  esta  Cámara 

(“Ramos”, A. T. 4, pág. 52; “Cuellar”, A. T. 5, pág. 

403; “Martínez”, A. y S. T. 12, pág. 36; “Oviedo”, A. y 

S. T. 20, pág. 470; “Biancucci”, A. y S. T. 27, pág. 76; 

“Acuña del Pino”, A. y S. T. 46, pág. 495; “Anoso”, A. y 

S. T. 52, pág. 190; “Cuppari”, A. y S. T. 58, pág. 19; 

“Cotterli”, A. y S. T. 58, pág. 378; “Bochinfuso”, A. y 

S.  T.  67,  pág.  188;  etc.),  han  rechazado  pedidos 

cautelares fundados en el mencionado agravio.

4. Ahora bien, distinta es la conclusión que debe 



adoptarse si se analiza el caso desde la óptica de la 

gravedad  de  la  sanción  frente  a  las  especiales 

circunstancias del caso.

Si bien es cierto que se trata de una cuestión que, 

en principio, también resulta extraña al limitado ámbito 

del  conocimiento  cautelar  (C.S.J.P.:  criterio  de 

“Mandolini”, A. y S. T. 94, pág. 238; “Campbell”, A. y S. 

T. 139, pág. 417; “Avendaño”, citado; “Carboni”, A. y S. 

T. 166, pág. 238; etc.; de esta Cámara: “Fabrizi”, A. T. 

2, pág. 18; “A.S.T.E.O.M.”, A. T. 4, pág. 349; “Camargo”, 

A. T. 5, pág. 45; “Salva”, A. T. 5, pág. 389; “Barrera”, 

A. y S. T. 4, pág. 207; “Miño”, A. y S. T. 7, pág. 488; 

“Oviedo”, A. y S. T. 20, pág. 470; “Frimetal S.A.”, A. y 

S. T. 26, pág. 41; “Lugo”, citado; entre otros), también 

lo es que, en el sub examine, mediante el acto impugnado 

se dispuso la ruptura de una relación de empleo público 

con base en inasistencias de la recurrente por el lapso 

de  dos  días,  mediando  prima  facie  razones  de  salud 

inmediatamente anteriores y posteriores a dicho lapso; lo 

que en definitiva justifica hacer excepción al mencionado 

principio jurisprudencial.

Es que por más rigurosidad que pueda predicarse de 

los  regímenes  disciplinarios  castrenses  (en  el  caso, 

establecido a través de un reglamento), la norma aplicada 

-en especial frente a las regulaciones legales de las 



principales  relaciones  de  empleo  público  en  la 

Provincia, que habilitan la sanción de cesantía recién 

con diez inasistencias injustificadas en los doce meses 

inmediatos anteriores (art. 53, inciso a, ley 8525; art. 

63,  inciso  a,  ley  9286),  e  incluso  con  treinta 

inasistencias en idéntico lapso (art. 52, inciso a, ley 

10.023;  art.  59,  inciso  a,  ley  13.680)-  merece  ser 

interpretada de un modo estricto.

Concretamente,  ya  en  esta  instancia  resulta 

razonable interpretar que aquella rigurosidad no podría 

sin  más  cancelar  la  genérica  noción  de  “abandono  de 

servicio”, ni -menos aún, como se dijo- prescindir de 

las circunstancias que rodean las inasistencias.

En punto a lo primero, reiteradamente ha señalado 

esta  Cámara  -incluso  en  ejercicio  de  jurisdicción 

cautelar-  que  el  abandono  de  servicio  no  se  sigue 

automáticamente  del  incumplimiento  de  los  deberes 

formales  referidos  a  la  justificación  de  las 

inasistencias (“Tulián”, A. y S. T. 9, pág. 429), sino 

que  su  configuración  “exige  el  expreso  o  presunto 

propósito  de  dejar  de  cumplir  con  las  tareas” 

(“González”, A. T. 6, pág. 455; “Durán”, A. y S. T. 18, 

pág. 339; etc.), lo que -siempre en un examen liminar- 



no surge de las constancias de la causa.

Al  respecto,  y  con  relación  al  segundo  aspecto 

señalado, no es posible soslayar -como lo habría hecho la 

demandada- que hasta el día anterior a las inasistencias 

la recurrente había gozado de licencia por razones de 

salud;  ni  que  en  la  audiencia  indagatoria,  para  cuya 

celebración se requirió dictamen médico por encontrarse 

con junta psicológica-psiquiátrica desde el 17.8.2012 (f. 

76, expte. adm. cit.), había acompañado -en lo que ahora 

es  de  interés-  certificado  médico  expedido  por  el 

S.A.M.Co. en fecha 16.8.2017 en el que se lee que la 

actora “ha estado bajo atención médica del día 13 al 16/8 

inclusive” (f. 80, expte. adm. cit.).

En  consecuencia,  el  caso  es  susceptible  de  ser 

encuadrado en el artículo 14 de la ley 11.330, por lo que 

corresponde  suspender  la  ejecución  de  los  efectos  del 

acto impugnado y disponer el reintegro de la actora, a 

quien deberá asignársele tareas acorde a su estado de 

salud y género.

Desde  luego,  así  corresponde  decidirlo  con  el 

alcance provisional propio de este tipo de medidas, y sin 

perjuicio  de  que  se  demuestren  circunstancias  que 

justifiquen disponer su cese.

Por  lo  tanto,  la  Cámara  de  lo  Contencioso 

Administrativo N° 1  RESUELVE: Suspender la ejecución de 



los efectos del acto impugnado y, de conformidad a las 

consideraciones  que  anteceden,  disponer  la  provisoria 

reincorporación de la actora. Costas a la demandada.

Regístrese y hágase saber.

LISA ARAGÓN DEB

PORTO
Prosecretaria


